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es necesario entrar ahora–; y los profesores su libertad de 
cátedra [art. 20.1 c) CE]. Pero sin necesidad de que nos 
pronunciemos aquí respecto de si esta libertad se mani-
fiesta en la tarea del Decano de «organizar la enseñanza y 
la investigación de su Facultad, en general» (art. 50.1 de 
los Estatutos de la Universidad SEK), hemos de subrayar 
que la orden del Rector relativa al número de abril de la 
revista «Karcaj» no afectaba a los contenidos propios de 
esta etapa de confección de dicho número.

En la fase de publicación y difusión de la revista cuya 
elaboración ha constituido instrumento de aprendizaje ya 
permanece tan sólo la otra finalidad de la revista, la de ser 
canal o instrumento de comunicación entre los miembros 
de la comunidad universitaria. Aquí la actividad de apren-
dizaje de la futura profesión del periodista por parte del 
alumno y la libertad de cátedra de los profesores que par-
ticipan en dicha actividad no entran en juego.

Siguen presentes, sin embargo, en este tramo final 
del proceso comunicativo –la publicación y difusión de la 
revista– las exigencias de la libertad de expresión (o de 
información, en su caso, en función del carácter y conte-
nido de lo que vaya a publicarse) de quienes dirigen al 
público sus mensajes, mediante los artículos que han 
sido incluidos en el número de la revista a difundir.

Pero también aparece en esta fase del proceso de 
comunicación el derecho de control del sujeto privado a 
quien puedan imputarse responsabilidades por lo que se 
publica. Tanto el demandante de amparo como la Univer-
sidad SEK coinciden en que era ésta la que financiaba la 
revista, y de ello debe derivarse en el presente caso que la 
Universidad se encontraba en la mencionada posición de 
responsable.

Y, en este terreno, ha de recordarse que este Tribunal 
ha reconocido al sujeto privado al que legalmente se 
imputan eventuales responsabilidades un «derecho-
deber» –que no puede identificarse con el concepto de 
censura previa prohibida constitucionalmente (art. 20.2 
CE)–, «que permite e impone [a dicho sujeto] un examen 
o análisis del texto y contenidos, antes de su difusión, 
para comprobar si traspasan, o no, los límites de las liber-
tades que [se] ejercen, con especial atención a los pena-
les. Se trata de algo que, en mayor o menor grado, pre-
cede siempre a la conducta humana, reflexiva y consciente 
de que el respeto al derecho ajeno es la pieza clave de la 
convivencia pacífica». Se lleva a cabo de esta forma una 
función que consiste en «elegir el texto que se propone 
publicar, asumiendo así los efectos positivos o negativos, 
favorables o desfavorables de esa opción como puedan 
ser el riesgo económico y la responsabilidad jurídica» 
(SSTC 176/1995, de 11 de diciembre, FJ 6, y 187/1999, de 25 
de octubre, FJ 5).

Debe concluirse, en consecuencia, que a la Universi-
dad SEK, ante la eventualidad de unas responsabilidades, 
había de reconocérsele el derecho-deber mencionado de 
proceder al «examen o análisis del texto y contenidos, 
antes de su difusión».

5. No puede compartirse la argumentación del 
Ministerio Fiscal cuando señala que no es legítimo super-
poner el control del Rector (que actúa por parte de la Uni-
versidad) a las «facultades de análisis o examen de conte-
nidos y textos» del «organigrama de dirección y selección» 
propio de la revista. Es necesario destacar que no tenían 
por qué coincidir los criterios de selección y control apli-
cados por ese organigrama (que podían, por ejemplo, ser 
de carácter fundamentalmente técnico o de calidad) con 
el criterio de control de la Universidad, que legítimamente 
–y sobre la base de aquel control interno de la revista–
puede pretender, ante todo, la evitación de responsabili-
dades civiles o penales.

Puede ser discutible que la única manera de ejercer 
ese derecho de control por parte de la Universidad 
(actuando por ella, el Rector) fuera requerir precisamente 

del Decano de la Facultad de Ciencias de la Información, 
Sr. Díaz Güell, el envío del número preparado de la revista. 
No se han declarado hechos probados sobre este punto, 
pero podría aceptarse que el Rector tendría otros medios 
para ejercer el derecho de veto que corresponde a quien 
es responsable de la publicación. La Sentencia impug-
nada ha considerado, incluso, que la desobediencia a ese 
requerimiento no era merecedora de la sanción del des-
pido. Pero, en todo caso, este planteamiento se centra en 
un juicio sobre la ilegalidad del despido ajeno al contraste 
del mismo con las exigencias derivadas de derechos fun-
damentales de quien ha sido despedido, juicio que, por 
ese motivo, es también ajeno a la jurisdicción de este Tri-
bunal.

Todo ello conduce al pronunciamiento previsto en el 
art. 53 b) LOTC.

FALLO
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-

cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido
Denegar el amparo solicitado por don Carlos Díaz Güell.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a veinte de junio de dos mil cinco.–
María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado Barrio.–
Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodríguez-Zapata 
Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez Tremps.–Fir-
mado y rubricado. 

 12523 Sala Primera. Sentencia 162/2005, de 20 de 
junio de 2005. Recurso de amparo 6194-2001. 
Promovido por don Julio Hernández Linares 
respecto a los Autos de la Sala de lo Social del 
Tribunal Superior de Justicia de Canarias que 
inadmitieron su recurso de suplicación en liti-
gio contra el INEM.

 Vulneración del derecho a la tutela judicial 
efectiva (acceso al recurso legal): inadmisión 
de recurso de suplicación por extemporáneo, 
presentado en la mañana siguiente al venci-
miento del plazo a tenor de la nueva Ley de 
enjuiciamiento civil (STC 222/2003).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-
Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don 
Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA
En el recurso de amparo núm. 6194-2001, promovido 

por don Julio Hernández Linares, representado por la Pro-
curadora de los Tribunales doña Mercedes Albi Murcia y 
asistido por el Abogado don Miguel González Dorta, con-
tra el Auto de la Sección Primera de la Sala de lo Social del 
Tribunal Superior de Justicia de Canarias, con sede en 
Santa Cruz de Tenerife, de 6 de septiembre de 2001, que 
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desestima el recurso de súplica contra el Auto de 15 de 
mayo de 2001, que inadmite el recurso de suplicación 
interpuesto contra la Sentencia del Juzgado de lo Social 
núm. 3 de Santa Cruz de Tenerife de 30 de diciembre de 
2000. Ha intervenido el Abogado del Estado y el Ministe-
rio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don Pablo Pérez 
Tremps, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes
1. Mediante escrito que tuvo entrada en el Registro 

General de este Tribunal el día 26 de noviembre de 2001, 
la Procuradora de los Tribunales doña Mercedes Albi Mur-
cia, en nombre y representación de don Julio Hernández 
Linares y bajo la dirección del Letrado don Miguel Gonzá-
lez Dorta, interpuso demanda de amparo contra las reso-
luciones que se menciona en el encabezamiento.

2. El recurso tiene su origen en los siguientes ante-
cedentes:

a) El Juzgado de lo Social núm. 3 de Santa Cruz de 
Tenerife en los autos núm. 84-2000 dictó Sentencia de 30 
de diciembre de 2000 desestimando la demanda promo-
vida por el recurrente contra el Instituto Nacional de 
Empleo (INEM) y señalando que contra la misma cabía 
recurso de suplicación dentro de los cinco días siguientes 
a la notificación, que se efectuó el 15 de enero de 2001. El 
recurrente presentó escrito de anuncio del recurso de 
suplicación el día 22 de enero de 2001, teniéndose por 
anunciado dicho recurso mediante providencia de 23 de 
enero de 2001 y poniéndose de manifiesto al recurrente 
que quedaban a su disposición los autos en la Secretaría 
del Juzgado para que en el plazo de una audiencia se 
hiciera cargo de ellos e interpusiera el recurso en los diez 
días siguientes al del vencimiento de dicha audiencia. La 
mencionada providencia fue notificada al recurrente el 30 
de enero de 2001, presentándose el escrito de formaliza-
ción del recurso el 13 de febrero de 2001, teniéndose por 
formalizado en tiempo y forma el recurso de suplicación 
mediante providencia del Juzgado de lo Social de 29 de 
marzo de 2001.

b) La Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justi-
cia de Canarias, en el rollo de suplicación núm. 298-2001, 
por Auto de 15 de mayo de 2001 acordó declarar la 
inadmisión del recurso, en virtud de lo dispuesto en los 
arts. 45, 192 y 193 de la Ley de procedimiento laboral, al 
considerar que el anuncio del recurso fue presentado 
fuera de plazo, pues consta en las actuaciones que se 
notificó la Sentencia con fecha 15 de enero de 2001 y el 
escrito se registró el 22 de enero siguiente, es decir, seis 
días hábiles después de la notificación y no cinco, como 
dispone la LPL. Igualmente, se señala que no obstante, 
admitido el escrito de anuncio, se dictó providencia con-
cediendo al recurrente el correspondiente plazo de diez 
días para la formalización del recurso de suplicación, 
registrándose el escrito, nuevamente, un día después del 
vencimiento del plazo concedido.

c) El recurrente interpuso recurso de súplica admi-
tiendo que ambos escritos –de anuncio y de formaliza-
ción de la suplicación– fueron presentados el siguiente 
día hábil al de sus vencimientos, si bien en ambos 
casos antes de las 9:30 horas, resultando que con ante-
rioridad a la entrada en vigor de la Ley 1/2000, de 7 de 
enero, de enjuiciamiento civil, los Juzgados de lo Social 
de Santa Cruz de Tenerife aceptaban la presentación de 
escritos de término antes de las 9:30 horas con fecha 
del día hábil anterior. Por otra parte, aducía que no le 
fue posible la presentación de dichos escritos el día de 
su vencimiento en el Juzgado de guardia, toda vez que 
conforme al Acuerdo del Consejo General del Poder 
Judicial de 10 de enero de 2001, que modificó el art. 41 
del Reglamento 5/1995, de 7 de junio, de los aspectos 
accesorios de las actuaciones judiciales, el art. 135 de la 

citada Ley 1/2000, de 7 de enero, resultaba aplicable en 
el proceso laboral, estableciéndose precisamente en 
dicha previsión que los Juzgados de guardia no admiti-
rían la presentación de escrito alguno dirigido a otros 
órdenes jurisdiccionales. En consecuencia, el principio 
de seguridad jurídica, la controversia y confusión gene-
rada sobre la cuestión tras la entrada en vigor de la 
nueva Ley de enjuiciamiento civil, así como el derecho 
a la tutela judicial efectiva y el criterio más favorable a 
la posibilidad de acceder a los recursos, justificaban la 
admisión a trámite del recurso de suplicación por razo-
nes de flexibilidad y justicia material.

d) El recurso fue desestimado por Auto de 6 de 
septiembre de 2001 en que se razona lo siguiente: «El 
recurso de súplica no puede tener favorable acogida 
por cuanto la Sala estima que la suplicación está 
interpuesta fuera de plazo ya [que] aunque la nueva 
Ley de Enjuiciamiento Civil establece que los escritos 
no deben ser presentados en el Juzgado de Guardia y 
estipula la posibilidad de hacerlo al siguiente día 
antes de las 15 horas (art. 135 LEC), sin embargo la 
Ley de Procedimiento Laboral,aplicable al caso enjui-
ciado regula expresamente en su art. 45: ‘‘1.–La pre-
sentación de escritos o documentos el último día de 
un plazo, podrá efectuarse ante el Juzgado de Guar-
dia de la sede del Juzgado o Sala de lo Social compe-
tente, si tiene lugar en horas en que no se halle 
abierto el Registro de entrada de dichos órganos. A 
tal efecto se habrá de expresar la hora en la oportuna 
diligencia de presentación en el Juzgado de Guardia, 
debiendo el interesado dejar constancia de ello en el 
Juzgado o Sala de lo Social al día siguiente hábil, por 
el medio de comunicación más rápido. 2.–En las islas 
en las que no tengan sede los Juzgados de lo Social, 
la presentación de escritos y documentos podrá efec-
tuarse, en las mismas condiciones del apartado ante-
rior, en cualquiera de los Juzgados de la isla que 
asuma las funciones de Juzgado de Guardia’’. Como 
quiera que la Disposición Undécima de la nueva ley 
de Enjuiciamiento Civil no deroga ni reforma expre-
samente el art. 45 invocado, siendo necesario en 
nuestra jurisdicción aplicar la norma regulable al 
efecto, como lo es en este caso, y no la supletoria de 
Enjuiciamiento Civil, es por lo que el Recurso de 
Suplicación está anunciado fuera de plazo.»

3. El recurrente aduce en su demanda de amparo 
la vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva, 
en su vertiente de acceso a los recursos legalmente 
establecidos (art. 24.1 CE), destacando que en el 
momento de anunciar y formalizar la suplicación se 
presentaba una situación de incertidumbre provocada 
por la entrada en vigor de la nueva Ley de enjuicia-
miento civil, concretamente por la introducción del 
nuevo sistema de presentación de escritos establecido 
en el art. 135. Recuerda que dicha situación motivó 
reformas del Consejo General del Poder Judicial del art. 
41 del Reglamento 5/1995, como la introducida por el 
Acuerdo de 10 de enero de 2001, complementada con la 
Instrucción 1/2001, de 24 de enero, reforma gubernativa 
que fue dejada sin contenido con posterioridad por el 
Acuerdo reglamentario 3/2001, de 21 de marzo. De ese 
modo, aunque el anuncio del recurso y su posterior 
formalización fueron presentados ante el Juzgado de lo 
Social a primera hora del siguiente día hábil al del ven-
cimiento del plazo legal previsto en los arts. 45, 192 y 
193 de la Ley de procedimiento laboral, debe tenerse en 
cuenta que no era posible su presentación en el Juz-
gado de guardia el último día del plazo, toda vez que 
estos Juzgados no admitían escritos dirigidos a otras 
jurisdicciones. Esa circunstancia motivó que el propio 
Juzgado de lo Social núm. 3, como el resto de los Juz-
gados de lo Social de Santa Cruz de Tenerife, modifica-
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ran el sistema anterior que tenían establecido, acogién-
dose al previsto en el art. 135.1 de la Ley 1/2000, de 7 de 
enero, admitiendo escritos hasta las quince horas del 
día hábil siguiente al del vencimiento del correspon-
diente plazo, como se acredita en el hecho de que el 
Juzgado de lo Social núm. 3 tuviera por debidamente 
anunciado en forma y plazo hábil el recurso de suplica-
ción en estos autos. La resolución recurrida, en defini-
tiva, no tiene en consideración esa situación de incerti-
dumbre y la concurrencia de las circunstancias 
resaltadas, resultando contraria al principio del favor 
actionis.

4. La Sección Segunda de este Tribunal, por provi-
dencia de 16 de junio de 2003, acordó admitir a trámite la 
demanda de amparo y, en aplicación de lo dispuesto en el 
art. 51 LOTC, requerir atentamente a la Sección Primera 
de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de 
Canarias (sede en Santa Cruz de Tenerife) y Juzgado de lo 
Social núm. 3 de dicha capital para que en el plazo de diez 
días remitieran, respectivamente, testimonio del Rollo de 
Suplicación núm. 298-2001 y de los autos 84-2000, intere-
sándose al propio tiempo que se emplazara a quienes 
fueron parte en el mencionado procedimiento, con excep-
ción del recurrente en amparo, ya personado, para que en 
el plazo de diez días pudieran comparecer en este proceso 
constitucional, con traslado a dichos efectos de copia de 
la demanda presentada.

5. Por diligencia de ordenación de la Secretaría de 
Justicia de la Sala Primera de este Tribunal, de 16 de sep-
tiembre de 2003, se tuvieron por recibidos los testimonios 
de las actuaciones, así como escrito del Abogado del 
Estado a quien se tiene por personado y parte en nombre y 
representación de la Administración. A tenor de lo dis-
puesto en el art. 52 LOTC se acordó dar vista de todas las 
actuaciones del recurso de amparo, en la Secretaria de la 
Sala, por un plazo común de veinte días, al Ministerio Fis-
cal, el Abogado del Estado y a la parte recurrente, para que 
dentro de dicho término pudieran presentar alegaciones.

6. La parte recurrente evacuó el trámite conferido 
mediante escrito registrado el 14 de octubre de 2003, rati-
ficándose en lo expuesto en la demanda de amparo.

7. Por escrito registrado en este Tribunal el 25 de 
septiembre de 2003, el Abogado del Estado formuló sus 
alegaciones. En su criterio, la resolución recurrida for-
mula un razonamiento difícilmente cuestionable, par-
tiendo de la prevalencia de la norma especial sobre la 
general, o, más exactamente, de la norma de directa 
aplicación sobre la norma supletoria. La LPL en su art. 
45 regula minuciosamente el régimen de presentación 
de los escritos en el último día del plazo, con lo que está 
disponiendo que el plazo de presentación concluye pre-
cisamente en dicho día, y no prevé –excluye, en reali-
dad, en su tenor literal– una prórroga del mismo. Siento 
esto así, es difícil reconocer la situación de incertidum-
bre a la que alude el demandante, pues pese a que el 
precepto introducido por la Ley 1/2000, de 7 de enero 
(art. 135), ampliaba el plazo hasta el día siguiente a las 
quince horas, cualquier duda debía aconsejar atender 
al precepto antiguo, que obviamente no creaba riesgo 
alguno de extemporaneidad. La incertidumbre, en 
suma, la resolvió el demandante en favor de la solución 
más arriesgada. Sin embargo, no puede obviarse que, 
al dejar de funcionar los Juzgados de guardia como 
receptores de documentos de otros órdenes jurisdiccio-
nales, la estricta aplicación del art. 45 LPL se dificultó, 
acortándose de hecho del plazo al limitarse la posibili-
dad de presentación de escritos al horario de despacho 
de la Secretaría del órgano judicial destinatario. Por 
todo ello, si bien la decisión adoptada resulta difícil-
mente objetable según los planteamientos clásicos, 
aquella otra consideración deja la cuestión abierta, por 

lo que el Abogado del Estado entiende que debe ser 
resuelta por el Tribunal Constitucional.

8. El Ministerio Fiscal presentó escrito de alegacio-
nes con fecha 10 de octubre de 2003, interesando la 
estimación del recurso de amparo. Subraya que el Juz-
gado de lo Social núm. 3 de Santa Cruz de Tenerife tuvo 
por anunciado el recurso, lo que implícitamente supone 
la asunción por dicho órgano judicial de lo preceptuado 
en la nueva Ley 1/2000, de 7 de enero. Resalta igual-
mente que la presentación de los dos escritos cuestio-
nados (de anuncio y formalización de la suplicación) 
tuvo lugar los días 22 de enero y 13 de febrero de 2001, 
esto es, se llevó a efecto tras la aprobación del Acuerdo 
del Consejo General del Poder Judicial de 10 de enero 
de 2001, momento en el que se producía una contradic-
toria regulación, en la que por una parte, y con base en 
el artículo 45 LPL, se permitía la presentación de los 
escritos de término en el Juzgado de guardia, mientras 
que en virtud del artículo 41 del Reglamento 5/1995 se 
impedía dicha presentación. La colisión de ambas nor-
mas condujo al ahora recurrente a concluir el carácter 
temporáneo de su actuación procesal, siendo esta 
interpretación la única posible a fin de respetar el con-
cepto de «plazo íntegro», que sólo puede alcanzarse 
cuando se da la posibilidad de agotar el mismo, o lo 
que es igual, cuando éste llega hasta las veinticuatro 
horas del dies ad quem. No puede olvidarse que el 
Acuerdo Reglamentario 3/2001, de 21 de marzo, del 
Consejo General del Poder Judicial ha aclarado de 
manera expresa la situación, pero que el citado Acuerdo 
es de fecha posterior a la presentación de los escritos 
de anuncio y formalización del recurso de suplicación 
que están en la base del presente recurso de amparo, lo 
que hace que al situarse ambos en el espacio temporal 
de incertidumbre deba aplicarse el excepcional trata-
miento que se solicita en la demanda de amparo.

9. Por providencia de fecha 16 de junio de 2005, se 
señaló, para deliberación y votación de la presente Sen-
tencia, el día 20 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos
1. El objeto del presente recurso de amparo consiste 

en determinar si la inadmisión del recurso de suplicación 
acordado en las resoluciones impugnadas, al considerar 
que no era de aplicación supletoria al procedimiento labo-
ral la previsión del art. 135 de la Ley de enjuiciamiento 
civil (LEC) sobre la presentación de escritos de término, 
ha supuesto la vulneración del derecho a la tutela judicial 
efectiva en su vertiente de acceso al recurso (art. 24.1 CE), 
habida cuenta del derecho a la disposición de la integri-
dad del plazo y a que estaba en vigor la nueva redacción 
dada al art. 41 del Reglamento 5/1995, de 7 de junio, de los 
aspectos accesorios de las actuaciones judiciales, por el 
Reglamento 1/2001 aprobado por el Acuerdo del Pleno del 
Consejo General del Poder Judicial de 10 de enero de 
2001 (BOE de 12 de enero de 2001), que disponía que «los 
Juzgados de Instrucción que presten el servicio de guar-
dia no admitirán la presentación de escrito alguno diri-
gido a otros órdenes jurisdiccionales»

2. Este Tribunal ya ha tenido la ocasión de pronun-
ciarse sobre este particular en la STC 222/2003, de 15 de 
diciembre, en un supuesto esencialmente coincidente con 
el que se plantea en el presente amparo, si bien en rela-
ción con el procedimiento contencioso-administrativo. 
Asimismo lo ha hecho en la STC 64/2005, de 14 de marzo, 
también en el marco de un procedimiento contencioso-
administrativo, en un supuesto en que se aducía la vulne-
ración del derecho a la tutela judicial efectiva desde la 
perspectiva del derecho de acceso a la jurisdicción. En 
efecto, en la STC 222/2003 se concluyó que para cualquier 
observador «resulta manifiestamente insatisfactorio e 
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incomprensible que, sin que fuera posible presentar el 
recurso el día anterior en el Juzgado de guardia tras haber 
sido publicado el Acuerdo del Consejo General del Poder 
Judicial que, además interpreta que aquél podrá ser pre-
sentado al día siguiente ante el órgano jurisdiccional al 
que iba dirigido, se dicte una resolución de inadmisión 
que no presta atención alguna a estas circunstancias y
no ofrece tampoco respuesta compensatoria (en atención 
al … derecho a disponer de la totalidad de los plazos) al 
hecho objetivo de que el día anterior no se aceptaban escri-
tos de término en el Juzgado de guardia», ya que la previ-
sibilidad de que la tarde del día en que finalizaba el plazo se 
rechazaría el escrito en el Juzgado de guardia y la confianza 
en que se podría presentar al día siguiente en el órgano 
destinatario «ya estaban objetivamente generadas y mere-
cían una respuesta suficientemente motivada en atención 
a tales circunstancias» (FJ 5).

3. En el presente caso, la aplicación de dicha jurispru-
dencia determina la estimación del amparo, toda vez que el 
Auto de 15 de mayo de 2001 se limitó a inadmitir el recurso 
de suplicación porque el escrito de formalización se pre-
sentó el 13 de febrero de 2001, un día después del venci-
miento del plazo concedido, mientras que, por su parte, el 
Auto de 6 de septiembre de 2001 no dio más respuesta que 
la de que la Ley 1/2000 no deroga ni reforma expresamente 
el art. 45 de la Ley de procedimiento laboral (LPL), resul-
tando éste el precepto aplicable al caso. Con todo ello, las 
resoluciones aquí impugnadas desconocieron el derecho 
de la recurrente a disponer del plazo en su totalidad y pro-
vocaron la inadmisión de un recurso con una fundamenta-
ción manifiestamente irrazonable, sin atender a las circuns-
tancias concurrentes en aquellas fechas de incertidumbre y 
a la legítima confianza creada en el recurrente, al que, a 
mayor abundamiento, el Juzgado de lo Social le había 
admitido el anuncio del recurso presentado el día siguiente 
al del vencimiento del plazo, al amparo del art. 135.1 LEC, 
reforzando ese dato la legítima confianza de la que partía. 
Se ha vulnerando en consecuencia el derecho a la tutela 
judicial efectiva (art. 24.1 CE), en su vertiente de acceso al 
recurso legal.

FALLO
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucio-

nal, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido
Otorgar el amparo solicitado por don Julio Hernández 

Linares y, en consecuencia:
1.º Reconocer al recurrente su derecho a la tutela judi-

cial efectiva (art. 24.1 CE).
2.º Declarar la nulidad del Auto de la Sección Primera 

de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de 
Canarias, de 15 de mayo de 2001, por el que se inadmite 
por extemporáneo el recurso de suplicación interpuesto 
contra la Sentencia del Juzgado de lo Social núm. 3 de 
Santa Cruz de Tenerife, de 30 de diciembre de 2000, así 
como la del Auto del mismo órgano judicial, de 6 de sep-
tiembre de 2001, por el que se desestimó el sucesivo 
recurso de súplica.

3.º Retrotraer las actuaciones al momento inmediata-
mente anterior al de dictar la primera de las resoluciones 
anuladas, para que se dicte otra con respeto al mencio-
nado derecho fundamental del recurrente.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a veinte de junio de dos mil cinco.–
María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado Barrio.–
Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodríguez-Zapata 
Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez Tremps.–Fir-
mado y rubricado. 
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junio de 2005. Recurso de amparo 2059-2002. 
Promovido por don Francisco Resa Ramírez 
frente a la Sentencia de la Audiencia Provincial 
de Madrid que, en grado de apelación, le con-
denó por una falta de vejaciones injustas. 

Vulneración de los derechos a un proceso con 
garantías y a la presunción de inocencia: con-
dena pronunciada en apelación sin haber cele-
brado vista pública (STC 167/2002).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-
Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don 
Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2059-2002, promovido 
por don Francisco Resa Ramírez, representado por la Pro-
curadora de los Tribunales doña Elvira Encinas Loriente y 
asistido por el Abogado don Luis David Araujo Mahillo, 
contra la Sentencia de la Sección Sexta de la Audiencia 
Provincial de Madrid 88/2002, de 28 de febrero, revocato-
ria en apelación de la Sentencia del Juzgado de Instruc-
ción núm. 4 de Getafe de 22 de junio de 2001 (juicio de 
faltas 355-2001). Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha 
sido Ponente la Presidenta, doña María Emilia Casas 
Baamonde, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el día 
5 de abril de 2002, la Procuradora de los Tribunales doña 
Elvira Encinas Loriente interpone recurso de amparo en 
nombre de don Francisco Resa Ramírez contra la Senten-
cia mencionada en el encabezamiento.

2. Los hechos relevantes para el examen de la pre-
tensión de amparo son, sucintamente relatados, los 
siguientes:

a) El fallo de la Sentencia del Juzgado de Instrucción 
núm. 4 de Getafe de 22 de junio de 2001 (juicio de faltas 355-
2001) absolvió al recurrente de las amenazas por las que 
había sido denunciado. Esta absolución había sido soli-
citada, además de por el denunciado, por el Ministerio 
Fiscal. La resolución consideraba que, aunque «se ha 
acreditado la existencia de una relación crispada» de 
los implicados «por no haber disuelto su relación senti-
mental y patrimonial de forma amistosa», no se ha des-
virtuado la presunción de la inocencia del denunciado, 
que niega haber proferido las frases que se le atribu-
yen. «Ello no lleva a valorar la denuncia y testimonio de 
la denunciante en este acto del juicio oral, apareciendo 
evidentes contradicciones entre la denuncia y lo mani-
festado en este acto. Respecto a las personas que le 
acompañaban, omisión de hechos y frases tales como 
puedes esperar un segundo Biqui, pues no puesta de 
manifiesto en la denuncia. La agresividad manifestada 
en la denuncia en torno a la manifestación y a los 
hechos en cuanto contradicción contrastan en esos 
momentos no había sido violento» (sic).


